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Publíquese, comuníquese y cúmplase.

Dada en Bogotá, D. C., a 18 de mayo de 2006.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ

El Ministro del Interior y de Justicia,

Sabas Pretelt de la Vega.

DIRECTIVAS PRESIDENCIALES

DIRECTIVA PRESIDENCIAL NUMERO 01 DE 2006

(mayo 18)

Para: Ministro del Interior y de Justicia

 Ministro de Educación Nacional

 Gobernadores

 Alcaldes

De: Presidente de la República

Asunto: Día Nacional de la Afrocolombianidad.

fecha: 18 de mayo 2006.

CONSIDERANDO:

Que la Constitución Política de 1991, en sus artículos 7° y 13, y la Ley 70 de 1993, 
reconocen el principio de la diversidad étnica y cultural y consagran derechos en favor de 
las comunidades indígenas, negras y raizales;

Que el Estado colombiano suscribió la “Convención Internacional sobre la Elimina-
ción de todas las Formas de Discriminación Racial” incorporada a nuestro ordenamiento 
mediante la Ley 22 de 1981;

Que mediante la Ley 725 de 2001, se estableció el 21 de mayo como el “Día Nacional 
de la Afrocolombianidad”,

ORDENA:

1. Al Ministerio del Interior
Liderar y coordinar a través de la Dirección de Etnias y con el apoyo del Ministerio de 

Educación Nacional los eventos necesarios para la campaña de conmemoración de la abo-
lición de la esclavitud en Colombia prevista en la Ley 725 de 2001 y la celebración del…

2. Al Ministerio de Educación Nacional
Velar para que en el Sistema Nacional Educativo a través de la cátedra de estudios afro-

colombianos, se conozca y se difunda el conocimiento de las prácticas culturales propias 
de las comunidades negras y sus aportes a la historia y a la cultura colombiana.

Adoptar, las medidas necesarias para que los actos de celebración del “Día Nacional 
de la Afrocolombianidad”, incluyan una jornada nacional de promoción de la cátedra de 
estudios afrocolombianos.

INSTA:

A las entidades territoriales, a propiciar espacios académicos y culturales para la 
difusión y reconocimiento del patrimonio cultural de la población afrocolombiana y su 
contribución al proceso a través del cual se construyen y desarrollan la identidad nacional 
y la ciudadanía.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ

MINISTERIO DEL INTERIOR Y DE JUSTICIA

DECRETOS

DECRETO NUMERO 1571 DE 2006

(mayo 19)

por el cual se dictan normas para la conservación del orden público durante el período 
de elecciones presidenciales y se dictan otras disposiciones.

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades constitucionales 
y legales, en especial las que le confieren los artículos 189, numeral 4 de la Constitución 
Política en armonía con los artículos 26, 27, 29, 30 y 39 de la Ley 130; los artículos 10 y 16 
de la Ley 163 de 1994; Ley 140 de 1994; artículos 22, 24, 25 y 28 de la Ley 996 de 2005; 
artículo 156 del Decreto 2241 de 1986; Decreto 2615 de 1991 y 2170 de 2004,

DECRETA:

Artículo 1°. Transmisiones. Para garantizar el normal desarrollo del proceso electoral 
para Presidente y Vicepresidente de la República de Colombia, a realizarse el 28 de mayo 
en primera vuelta y el 18 de junio de 2006 en segunda vuelta, si la hubiere, los programas, 
mensajes, entrevistas o ruedas de prensa que se transmitan con candidatos y dirigentes 
políticos así como la propaganda electoral, deberán realizarse dentro de los parámetros 
del respeto a la honra, el buen nombre y a la intimidad de los demás aspirantes y de las 
personas en general, de manera que en ningún momento perturben el desarrollo normal del 
debate electoral, obstaculicen la acción de las autoridades electorales o constituyan factor 
de alteración del orden público, sin perjuicio del debate político y del ejercicio del derecho 
a la oposición y de conformidad con la reglamentación que para el efecto deba expedir el 
Consejo Nacional Electoral;

Así mismo, en los términos del artículo 25 de la Ley 996 de 2005, los concesionarios 
y operadores privados de radio y televisión deberán garantizar el pluralismo, el equilibrio 
informativo y la veracidad en el manejo de la información sobre las campañas presidenciales 
y el proselitismo electoral. Los concesionarios y operadores privados de los servicios de 
radiodifusión sonora, de espacios de televisión, los canales privados del servicio de televisión 
por suscripción y los canales regionales y locales, se harán responsables de las informaciones 
que transmitan que no den estricto cumplimiento a lo preceptuado en este artículo;

Los concesionarios y operadores privados de los espacios de televisión y del servicio de 
radiodifusión sonora que transmitan publicidad política deberán cumplir con lo dispuesto 
en la Ley 996 de 2005 y demás disposiciones vigentes. Las autoridades públicas a quienes 
corresponde ejercer inspección y control sobre la radio, la televisión y demás medios audio-
visuales y de comunicaciones, vigilarán, en el ámbito de su competencia, el cumplimiento 
de lo dispuesto en estas normas.

Artículo 2°. Manifestaciones y actos de carácter político. Con anterioridad a la rea-
lización de desfiles, manifestaciones y demás actos de carácter político a efectuarse en 
los espacios públicos, los interesados deben dar aviso al respectivo alcalde, quien podrá 
modificar, entre otros, la fecha de su realización, de conformidad con el artículo 102 del 
Código Nacional de Policía.

A partir del lunes 22 de mayo y hasta el lunes 29 de mayo de 2006 primera vuelta y 
segunda vuelta si hubiere lugar, a partir del lunes 12 de junio y hasta el lunes 19 de junio 
de 2006, solo podrán efectuarse reuniones de carácter político en recintos cerrados.

Artículo 3°. Propaganda electoral, programas de opinión y entrevistas. De conformidad 
con lo previsto en los artículos 29 de la Ley 130 de 1994; 10 de la Ley 163 de 1994 y 28 
de la Ley 996 de 2005, durante el día de elecciones se prohíbe toda clase de propaganda, 
manifestaciones, comunicados y entrevistas con fines político-electorales a través de radio, 
prensa y televisión, así como toda clase de propaganda político-electoral, estática, móvil 
o sonora.

Durante el día de elecciones no podrán colocarse nuevos carteles, pasacalles, vallas y 
afiches destinados a difundir propaganda electoral. Tampoco podrá realizarse la difusión 
de estos materiales a través de cualquier tipo de vehículo, nave o aeronave. Respecto de los 
que se hubiesen colocado con anterioridad se aplicará lo dispuesto en el artículo siguiente. 
Durante el día de elecciones y dentro de la zona aledaña a todo puesto de votación, en un 
estimado de doscientos (200) metros a la redonda, no podrá abrir ni funcionar ninguna sede 
proselitista, puestos de información partidista o similar.

La Policía Nacional decomisará toda clase de propaganda proselitista que esté siendo 
distribuida el día de la jornada electoral, o que sea portada por cualquier medio durante el 
desarrollo de esta jornada.

Parágrafo. El día de elecciones se prohíbe a los concesionarios del servicio de radio 
difusión sonora, medios de comunicación social escritos, y a todas las modalidades de 
televisión, difundir propaganda política y electoral, así como la realización o publicación 
de encuestas, sondeos o proyecciones electorales.

Artículo 4°. Propaganda en espacios públicos. De conformidad con el artículo 29 de 
la Ley 130 de 1994, sin perjuicio de lo establecido por la Ley 140 de 1994, los alcaldes y 
registradores municipales, a través de un acto conjunto, deberán regular la forma, caracte-
rísticas, lugares y tiempo de fijación así como condiciones de montaje y desmontaje para 
la fijación de publicidad visual exterior (carteles, pasacalles, afiches, vallas), destinadas 
a difundir propaganda electoral a fin de garantizar el acceso equitativo de los partidos 
y movimientos políticos, movimientos sociales o grupos significativos de ciudadanos y 
candidatos a la utilización de estos medios, en armonía con el derecho de la comunidad a 
disfrutar del uso del espacio público y al ambiente sano. También deberán, con los mismos 
fines, regular el número de vallas, afiches y elementos publicitarios destinados a difundir 
propaganda electoral.

Para tales efectos, los alcaldes y registradores municipales deberán tener en cuenta la 
regulación expedida por el Consejo Nacional Electoral. Los alcaldes señalarán los sitios 
públicos autorizados para fijar esta clase de propaganda, previa consulta con un comité 
integrado por representantes de los partidos, movimientos políticos o grupos significativos 
de ciudadanos que participen en la elección a fin de asegurar una equitativa distribución.

Los partidos, movimientos o grupos políticos, movimientos sociales o grupos significativos 
de ciudadanos, no podrán utilizar bienes privados para desplegar este tipo de propaganda 
sin autorización del dueño. El alcalde, como primera autoridad de policía, podrá exigir a 
los representantes de los partidos, movimientos políticos, movimientos sociales o grupos 
significativos de ciudadanos y candidatos, que hubieren realizado propaganda en espacios 
públicos, que los restablezcan al estado en que se encontraban antes del uso. Igualmente, 
podrá exigir que se garantice plenamente el cumplimiento de esta obligación antes de con-
ceder las respectivas autorizaciones.

Artículo 5°. Acompañante para votar. De conformidad con lo establecido en el artículo 
16 de la Ley 163 de 1994, los ciudadanos que padezcan limitaciones y dolencias físicas 
que les impidan valerse por sí mismos, podrán ejercer el derecho al sufragio acompañados 
hasta el interior del cubículo de votación sin perjuicio del secreto del voto. Así mismo, bajo 
estos lineamientos podrán ejercer el derecho al voto, las personas mayores de ochenta (80) 
años o quienes padezcan problemas avanzados de visión.

Las autoridades electorales y de policía les prestarán toda la colaboración necesaria y 
darán prelación en el turno de votación a estas personas.

Artículo 6°. Información de resultados electorales. El día de las elecciones, mientras 
tiene lugar el acto electoral, los concesionarios y operadores privados del servicio de ra-
diodifusión sonora, los espacios de televisión del servicio de televisión por suscripción, los 
canales privados y los canales regionales y locales, sólo podrán suministrar información 
sobre el número de personas que emitieron su voto, señalando la identificación de las co-
rrespondientes mesas de votación, con estricta sujeción a lo dispuesto en este decreto.
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Después del cierre de la votación, los medios de comunicación citados sólo podrán sumi-
nistrar información sobre resultados electorales provenientes de las autoridades electorales 
de las mesas de votación, de las Registradurías zonales, auxiliares, municipales, distritales 
y especiales, de las delegaciones departamentales de la Registraduría y de la Registraduría 
Nacional del Estado Civil.

Cuando los medios de comunicación difundan datos parciales, deberán indicar la fuente 
oficial en los términos de este artículo, el número de mesas del cual proviene el resultado 
respectivo, el total de mesas de la circunscripción electoral y los porcentajes correspondientes 
al resultado que se ha suministrado.

Artículo 7°. De las encuestas, sondeos y proyecciones electorales. Toda encuesta de 
opinión de carácter electoral al ser publicada o difundida deberá cumplir con las condiciones 
estipuladas en el artículo 28 de la Ley 996 de 2005.

Así mismo, el día de las elecciones, los medios de comunicación no podrán divulgar 
encuestas, sondeos o proyecciones electorales con fundamento en los datos recibidos, ni 
difundir resultados de encuestas sobre la forma como las personas decidieron su voto o con 
base en las declaraciones tomadas a los electores sobre la forma como piensan votar o han 
votado el día de los comicios.

El Consejo Nacional Electoral ejercerá especial vigilancia sobre las entidades o personas 
que realicen profesionalmente esa actividad, cuando se trate exclusivamente de encuestas 
sobre partidos., movimientos, candidatos o grado de apoyo a los mismos, para que las pre-
guntas al público no sean formuladas de tal forma que induzcan una respuesta determinada, 
de conformidad con el artículo 28 de la Ley 996 de 2005.

Artículo 8°. Información sobre orden público. En materia de orden público, los medios 
de comunicación transmitirán el día de las elecciones, únicamente las informaciones con-
firmadas por fuentes oficiales.

Artículo 9°. Prelación de mensajes. Desde el viernes 26 de mayo hasta el lunes 29 de 
mayo de 2006, primera vuelta, y desde el viernes 16 de junio hasta el lunes 19 de junio de 
2006, segunda vuelta, si fuere el caso, los servicios de telecomunicaciones darán prelación 
a los mensajes emitidos por las autoridades electorales.

Artículo 10. Colaboración de los operadores de telecomunicaciones en los procesos 
electorales. Todos los operadores de servicios telegráficos, postales y telefónicos funcionarán 
en forma permanente el día de las elecciones y transmitirán con prelación los resultados de 
las votaciones al Registrador Nacional del Estado Civil y a los correspondientes delegados 
del Registrador Nacional, de conformidad con el plan de comunicaciones que para el efecto 
establezca la Organización Electoral.

La Registraduría Nacional del Estado Civil señalará la fecha en que deba realizarse el 
ensayo de transmisión de resultados, con el fin de que los operadores telefónicos, telegrá-
ficos y postales funcionen el día señalado y, lleven a cabo la transmisión de los mensajes 
con prelación y celeridad.

Parágrafo. En el caso de los operadores telegráficos y postales estas funcionarán además 
con franquicia para la transmisión de los resultados de las votaciones y también para realiza-
ción por parte de la Registraduría Nacional del Estado Civil de pruebas o ensayos generales 
del plan de comunicaciones para cada uno de los comicios que vayan a celebrarse.

Artículo 11. Disponibilidad de las grabaciones. En cumplimiento de lo dispuesto en el 
artículo 18 de la Ley 74 de 1966, las estaciones de radiodifusión mantendrán a disposición 
de las autoridades, durante la campaña electoral y por lo menos durante los treinta (30) 
días siguientes a la respectiva elección, la grabación completa de todos los programas que 
se transmitan.

Artículo 12. Ley seca. Queda prohibido en todo el territorio nacional la venta y el consumo 
de bebidas embriagantes desde las seis de la mañana (6:00 a. m.) del día sábado 27 de mayo 
hasta las seis de la mañana (6:00 a. m.) del día del lunes 29 de mayo, primera vuelta, y desde 
las seis de la mañana (6:00 a. m.) del día sábado 17 de junio hasta las seis de la mañana 
(6:00 a. m.) del día del lunes 19 de junio de 2006, segunda vuelta, si hubiere lugar.

Las infracciones a lo dispuesto en este artículo, serán sancionadas por los alcaldes, 
inspectores de policía, y comandantes de estación, de acuerdo con lo previsto en los res-
pectivos Códigos de Policía.

Parágrafo. Los gobernadores y/o alcaldes, de conformidad con lo decidido en el respectivo 
Consejo Departamental o Municipal de Seguridad o en los correspondientes Comités de 
Orden Público de que tratan los Decretos 2615 de 1991 y 2170 de 2004, podrán ampliar el 
término previsto en este artículo, para prevenir posibles alteraciones del orden público.

Artículo 13. Porte de armas. Las autoridades militares de que trata el artículo 32 del 
Decreto-ley 2535 de 1993 adoptarán las medidas necesarias para la suspensión general de 
los permisos para el porte de armas en todo el territorio nacional, desde el viernes 26 de 
mayo hasta el miércoles 31 de mayo de 2006, primera vuelta, y desde el viernes 16 de junio 
hasta el miércoles 21 de junio de 2006, segunda vuelta, si fuere necesario, sin perjuicio de 
las autorizaciones especiales que durante estas fechas expidan las mismas.

Parágrafo. Las autoridades militares de que trata este artículo podrán ampliar este tér-
mino de conformidad con lo decidido en los consejos departamentales de seguridad, para 
prevenir posibles alteraciones del orden público.

Artículo 14. Tránsito de vehículos automotores y de transporte fluvial. Los gobernado-
res y/o alcaldes distritales y municipales, de conformidad con lo decidido en el respectivo 
Consejo Departamental o Municipal de Seguridad o en los Comités de Orden Público, 
podrán restringir la circulación de vehículos automotores, embarcaciones, motocicletas, o 
de estas con acompañantes, durante el periodo que se estime conveniente, con el objeto de 
prevenir posibles alteraciones del orden público.

Artículo 15. Toque de queda. Los gobernadores y alcaldes, de conformidad con lo de-
cidido en el consejo departamental o municipal de seguridad, y durante el periodo que se 
estime conveniente, podrán decretar el toque de queda con el objeto de prevenir posibles 
alteraciones del orden público.

Artículo 16. Transporte. De conformidad con lo previsto en el artículo 210 del De-
creto 2241 de 1986, las empresas de transporte que tengan rutas y frecuencias u horarios 
autorizados en las áreas urbanas, veredales e intermunicipales, están obligadas a prestar 
servicio público de transporte con el mínimo del 70% de su parque automotor en el día 
de elecciones durante las horas de votación. Sólo podrán cobrar las tarifas fijadas por la 
autoridad competente.

Artículo 17. Habilitación de rutas. Los gobernadores, los alcaldes distritales o munici-
pales y las autoridades de tránsito, adoptarán las medidas necesarias para habilitar rutas de 
carácter intermunicipal, interveredal y urbanas que garanticen la movilización y traslado 
de los ciudadanos a los centros de votación, las que se deberán dar a conocer con la debida 
anticipación a la ciudadanía, y estarán obligados a controlar la operatividad durante ese 
día. Para tal efecto, el Ministerio de Transporte permitirá los cambios de ruta que fueren 
necesarios durante el día de elecciones.

Las empresas de transporte podrán realizar viajes ocasionales para la movilización de 
los ciudadanos, en las rutas urbanas, veredales e intermunicipales.

Artículo 18. Consejos regionales de seguridad. Se podrá convocar a consejos regiona-
les de seguridad para coordinar con los gobernadores de la región y los demás integrantes 
señalados en el artículo 2° del Decreto 2615 de 1991, las acciones que permitan garantizar 
el normal desarrollo de las elecciones.

Artículo 19. Delegados del Ministerio del Interior y de Justicia. Para verificar el normal 
desarrollo del proceso electoral rodeado de condiciones que permitan plenas garantías, el 
Ministerio del Interior y de Justicia designará para cada uno de los departamentos y para 
el Distrito Capital de Bogotá, un servidor público quien el día de las elecciones deberá 
realizar el seguimiento del proceso electoral, observar el comportamiento de los servidores 
públicos en relación con el proceso electoral, los organismos de control y vigilancia, y las 
autoridades nacionales, departamentales y municipales; informar a las autoridades nacio-
nales sobre el desarrollo del proceso electoral, y transmitir a las autoridades competentes 
sus observaciones y recomendaciones.

Artículo 20. Apoyo a los delegados. Los gobernadores y alcaldes prestarán a las per-
sonas a las que se refiere el artículo anterior, el apoyo necesario para que puedan cumplir 
su cometido.

Lo dispuesto en este decreto, se entiende sin perjuicio de las funciones que corresponde 
desarrollar a las autoridades electorales y a las autoridades de control y vigilancia.

Artículo 21. Sanciones. Las infracciones a lo dispuesto en el presente decreto por parte 
de los concesionarios y de los operadores privados de los servicios de radiodifusión sonora, 
de los espacios y servicios de televisión por suscripción y de los contratistas de los canales 
regionales y locales, darán lugar a la aplicación de las sanciones consagradas en las normas 
que regulan la materia y en los correspondientes contratos de concesión.

Las personas naturales o jurídicas que incumplan las prohibiciones establecidas en 
los artículos 3° y 7° del presente decreto, serán investigadas y sancionadas por el Consejo 
Nacional Electoral de acuerdo a lo previsto en el artículo 39 de la Ley 130 de 1994.

Las empresas de transporte que no cumplan con lo dispuesto en el presente decreto, serán 
sancionadas por las autoridades competentes de conformidad con las normas que regulan 
la materia y en especial lo establecido en el artículo 48 de la Ley 336 de 1996 y las normas 
que reglamenten, teniendo en cuenta que los vehículos que prestan ese servicio, estarán 
protegidos por la póliza de seguros vigente que el Ministerio de Hacienda tiene contratada 
con Colseguros S. A. Compañía de Seguros.

ALCALDIA DE OIBA
DEPARTAMENTO DE SANTANDER

OBJETO: El Municipio de Oiba (Santander) desea recibir propuestas 
para el SUMINISTRO DE TUBERIA DE PRESION DE PVC PARA LOS 
ACUEDUCTOS RURALES DE MONJAS Y SANTA RITA DEL MUNICIPIO 
DE OIBA (SANTANDER).
PARTICIPANTES: Personas naturales o jurídicas, nacionales, consorcios o 
uniones temporales legalmente establecidos en Colombia y que no se hallen 
incursos en alguna de las inhabilidades e incompatibilidades consagradas 
previstas en la Ley 80 de 1993.
Los proponentes deben estar inscritos, calificados y clasificados en el 
Registro Unico de Proponentes de Cámara de Comercio en Actividad 03, 
especialidad 07, grupo 01; con una capacidad Residual de contratación 
igual o superior a 5.000 SMMLV.
FECHA DE APERTURA: 30 de mayo de 2006. Hora 8:00 a. m.
FECHA DE CIERRE: 9 de junio de 2006. Hora 11:00 a. m.
CONSULTA Y VENTA DE PLIEGOS: El pliego de condiciones definitivo 
puede ser consultado y adquirido en la Secretaría de Planeación del Mu-
nicipio, a partir del día 30 de mayo de 2006 a las 8:00 a. m., hasta el día 5 
de junio de 2006 a las 3:00 p. m. Su costo será de UN MILLON DE PESOS 
($1.000.000) MONEDA CORRIENTE, valor no reembolsable.
PRESUPUESTO OFICIAL: Noventa y cuatro millones de pesos ($94.000.000) 
moneda corriente.
EVALUACION DE LAS OFERTAS: Las propuestas serán evaluadas te-
niendo en cuenta el precio total de la oferta.
En cumplimiento de lo dispuesto por el Decreto 2170 de 2002, se convoca 
a las veedurías ciudadanas para que ejerzan control social sobre el pre-
sente proceso.

LICITACION PUBLICA NUMERO 002 DE 2006
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Artículo 22. Vigencia. Este decreto rige a partir de la fecha de su publicación.

Publíquese, comuníquese y cúmplase.

Dado en Bogotá, D. C.,  a 19 de mayo de 2006.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ

El Ministro del Interior y de Justicia,

Sabas Pretelt de la Vega.

El Ministro de Defensa Nacional,

Camilo Ospina Bernal.

La Ministra de Comunicaciones,

Martha Helena Pinto de de Hart.

El Ministro de Transporte,

Andrés Uriel Gallego Henao.

RESOLUCIONES EJECUTIVAS

RESOLUCION EJECUTIVA NUMERO 114  DE 2006

(mayo 18)

por la cual se decide sobre una solicitud de extradición.

El  Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de la facultad que le confiere 
el artículo 509 de la Ley 600 de 2000, y

CONSIDERANDO:

1. Que mediante Nota Verbal número 2100 del 8 de septiembre de 2005, el Gobierno de 
los Estados Unidos de América, a través de su Embajada en Colombia, solicitó la detención 
provisional con fines de extradición del ciudadano colombiano Gustavo Figueroa Bedoya 
requerido para comparecer a juicio por delitos federales de narcóticos.

2. Que el Fiscal General de la Nación mediante resolución del 21 de septiembre de 
2005 decretó la captura con fines de extradición del ciudadano, Gustavo Figueroa Bedoya 
identificado con la cédula de ciudadanía número 17039623, la cual se hizo efectiva el 28 
de septiembre de 2005 por miembros de la Policía Nacional.

3. Que la Embajada de los Estados Unidos de América en nuestro país, mediante Nota 
Verbal número 2896 del 22 de noviembre de 2005 respectivamente, formalizó la solicitud 
de extradición del ciudadano Gustavo Figueroa Bedoya.

En la mencionada Nota informa:

“Gustavo Figueroa-Bedoya es requerido para comparecer a juicio por delitos federales 
de narcóticos. Es el sujeto de la Acusación Sustitutiva número 04 CR 515 (S-4) (DGT), 
dictada bajo sello el 23 de mayo de 2005, en la Corte Distrital de los Estados Unidos para 
el Distrito Este de Nueva York, mediante la cual se le acusa de:

-- Cargo Uno: Concierto para importar una sustancia controlada, específicamente 
cinco kilogramos o más de una mezcla o sustancia que contenía una cantidad perceptible 
de cocaína, a los Estados Unidos desde un lugar fuera de los Estados Unidos, lo cual es 
en contra del Título 21, Secciones 952 (a), 960 (a) (1) y 960 (b) (1) (B) (ii) del Código de 
los Estados Unidos, todo en violación del Título 21, Sección 963 del Código de los Estados 
Unidos;

-- Cargo Dos: Concierto para distribuir y poseer con la intención de distribuir una sus-
tancia controlada, específicamente cinco kilogramos o más de una mezcla o sustancia que 
contenía una cantidad perceptible de cocaína, lo cual es en contra del Título 21, Secciones 
841 (a) (1) y 841 (b) (1) (A) (ii) del Código de los Estados Unidos, todo en violación del 
Título 21, Sección 846 del Código de los Estados Unidos;

-- Cargos Tres y Cinco: Importación de una sustancia controlada, específicamente 
cinco kilogramos o más de una mezcla o sustancia que contenía una cantidad perceptible 
de cocaína, a los Estados Unidos desde un lugar fuera de los Estados Unidos; y ayuda y 
facilitamiento de dicho delito, en violación del Título 21, Secciones 952 (a), 960 (a) (1) y 
960 (b) (1) (B) (ii) del Código de los Estados Unidos, y del Título 18, Sección 2 del Código 
de los Estados Unidos, y

-- Cargos Cuatro y Seis: Distribución y posesión con la intención de distribuir una 
sustancia controlada, específicamente cinco kilogramos o más de una mezcla o sustancia 
que contenía una cantidad perceptible de cocaína, y ayuda y facilitamiento de dicho delito, 
en violación del Título 21, Secciones 841 (a) (1) y 841(b) (1) (A) (ii) del Código de los 
Estados Unidos, y del Título 18, Sección 2 del Código de los Estados Unidos.

Un auto de detención contra el señor Figueroa-Bedoya por estos cargos fue dictado el 
23 de mayo de 2005, por orden de la corte arriba mencionada. Dicho auto de detención 
permanece válido y ejecutable.

(…)

Todas las acciones adelantadas por el acusado en este caso fueron realizadas con 
posterioridad al 17 de diciembre de 1997...”.

4. Que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 514 de la Ley 600 de 2000, el 
Ministerio de Relaciones Exteriores, a través de la Oficina Jurídica, mediante oficio OAJ.
E. número 1531 del 23 de noviembre de 2005,conceptuó:

“...que por no existir Convenio aplicable al caso es procedente obrar de conformidad 
con el ordenamiento procesal penal colombiano”.

5. Que el Ministerio del Interior y de Justicia, mediante oficio número 20189 del 29 de 
noviembre de 2005, remitió a la Sala de Casación Penal de la honorable Corte Suprema de 

Justicia la documentación traducida y autenticada, con la cual la Embajada de los Estados 
Unidos de América en nuestro país, formalizó la solicitud de extradición del ciudadano 
Gustavo Figueroa Bedoya, para que fuera emitido el respectivo concepto.

6. Que la Sala de Casación Penal de la honorable Corte Suprema de Justicia, mediante 
providencia del 25 de abril de 2006, al encontrar cumplidos los requisitos que exigen las 
normas aplicables al caso, conceptuó favorablemente a la extradición del ciudadano Gustavo 
Figueroa Bedoya.

Sobre el particular, la honorable Corporación manifestó:

“Finalmente, es importante recordar que si el Ejecutivo Nacional accede a la entre-
ga, debe dar cumplimiento al artículo 512 del Código de Procedimiento Penal, es decir, 
subordinar la concesión de la extradición especialmente a que el ciudadano requerido no 
sea juzgado por hechos diversos a los que son objeto de pedido y entrega, a omitir todo 
juzgamiento por conductas anteriores a la vigencia del Acto Legislativo número 01 de 
1997, y a no someterlo, en caso de condena, a penas crueles, inhumanas o degradantes de 
la dignidad del hombre ni a prisión perpetua.

Así mismo, en tal hipótesis, el Ejecutivo Nacional deberá efectuar el seguimiento 
orientado a determinar si el Estado solicitante cumple los condicionamientos a los que 
pueda estar sujetada la concesión de la extradición, y establecer las consecuencias que se 
derivarían de su incumplimiento.

Agréguese que es importante solicitar al Ejecutivo Nacional que si concede la extradición 
plantee al Estado requirente que en caso de condena abone a la pena impuesta al requerido 
el tiempo que ha estado privado de la libertad en razón del trámite de extradición.

Con base en lo expuesto, la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia 
emite concepto favorable a la solicitud de extradición del ciudadano colombiano Gustavo 
Figueroa Bedoya, hecha por el Gobierno de los Estados Unidos, a través de su Embajada 
en Bogotá...”.

7. Que de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 519 del Código de Procedimiento Penal, 
el concepto negativo de la Corte Suprema de Justicia obliga al Gobierno; pero si es favorable 
a la extradición, lo deja en libertad de obrar según las conveniencias nacionales.

En consecuencia, atendiendo lo manifestado por la Sala de Casación Penal de la hono-
rable Corte Suprema de Justicia sobre el cumplimiento de los presupuestos exigidos en la 
ley para la procedencia de la extradición por los cargos imputados a este ciudadano, y ante 
la ausencia de limitantes para la concesión de la misma, el Gobierno Nacional concederá 
la extradición del ciudadano colombiano Gustavo Figueroa Bedoya identificado con la 
cédula de ciudadanía número 17039623 para que comparezca a juicio por el Cargo Uno 
(Concierto para importar una sustancia controlada, específicamente cinco kilogramos o 
más de una mezcla o sustancia que contenía una cantidad perceptible de cocaína, a los 
Estados Unidos desde un lugar fuera de los Estados Unidos), Cargo Dos (Concierto para 
distribuir y poseer con la intención de distribuir una sustancia controlada, específicamente 
cinco kilogramos o más de una mezcla o sustancia que contenía una cantidad perceptible de 
cocaína), Cargos Tres y Cinco (Importación de una sustancia controlada, específicamente 
cinco kilogramos o más de una mezcla o sustancia que contenía una cantidad perceptible 
de cocaína, a los Estados Unidos desde un lugar fuera de los Estados Unidos; y ayuda y 
facilitamiento de dicho delito), y por los Cargos Cuatro y Seis (Distribución y posesión 
con la intención de distribuir una sustancia controlada, específicamente cinco kilogramos o 
más de una mezcla o sustancia que contenía una cantidad perceptible de cocaína, y ayuda 
y facilitamiento de dicho delito), referidos en la Resolución de Acusación número 04 CR 
515 (S-4) (DGT), dictada bajo sello el 23 de mayo de 2005, en la Corte Distrital de los 
Estados Unidos para el Distrito Este de Nueva York.

8. Que el Gobierno colombiano podrá subordinar la concesión de la extradición a las 
condiciones que considere oportunas, y en todo caso, para que pueda concederse la extradi-
ción, deberá exigir al Estado requirente, que la persona solicitada no vaya a ser juzgada por 
un hecho anterior diverso del que motiva la solicitud de extradición, ni sometida a sanciones 
distintas de las que se le hubieren impuesto en la condena, según lo prescribe el inciso 1° 
del artículo 512 de la Ley 600 de 2000.

9. El inciso 2° del artículo 512 de la Ley 600 de 2000 establece que si según la legislación 
del Estado requirente, al delito que motiva la extradición corresponde la pena de muerte, la 
entrega sólo se hará bajo la condición de la conmutación de tal pena.

La honorable Corte Constitucional, mediante Sentencia C-1106 del 24 de agosto de 
2000, al decidir sobre la demanda de inconstitucionalidad en contra de, entre otros, el artí-
culo 550 del anterior Código de Procedimiento Penal (artículo 512 de la Ley 600 de 2000, 
actual artículo 494), resolvió:

“Tercero. Declarar exequible el primer inciso del artículo 550 del Código de Proce-
dimiento Penal, así como el segundo inciso de la norma citada, pero este último bajo el 
entendido de que la entrega de una persona en extradición al Estado requirente, cuando en 
este exista la pena de muerte para el delito que la motiva, sólo se hará bajo la condición de 
la conmutación de la pena, como allí se dispone, e igualmente, también a condición de que 
al extraditado no se le someta a desaparición forzada, a torturas ni a tratos o penas crueles, 
inhumanos o degradantes, ni a las penas de destierro, prisión perpetua y confiscación, 
conforme a lo dispuesto por los artículos 11, 12 y 34 de la Constitución Política”.

Teniendo en cuenta que los delitos referidos en la solicitud formal no están sancionados 
con la pena de muerte, el Gobierno Nacional ordenará la entrega de este ciudadano bajo el 
compromiso por parte del país requirente, sobre el cumplimiento de las demás condiciones 
señaladas por la Corte Constitucional, en especial que no se le someta a la pena de prisión 
perpetua la cual está prohibida en la legislación colombiana.

Finalmente, como de la información allegada al expediente se puede constatar que el 
ciudadano Gustavo Figueroa Bedoya, se encuentra detenido a órdenes del Fiscal General 
de la Nación, por cuenta del trámite de extradición, debe señalarse que para acreditar esa 


